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3. Otras disposiciones

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 4 de julio de 2005, de la Direc-
ción General de Función Pública, por la que se emplaza
a los terceros interesados en el recurso contencioso-
administrativo núm. 905/2005 ante el Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, Sala de lo Contencioso-
Administrativo de Granada.

En cumplimiento de lo ordenado por el Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía, Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo, de Granada, comunicando la interposición del recurso
contencioso-administrativo número 905/2005, interpuesto por
don Miguel Marcias Becerra, contra la Orden de fecha 18
de enero de 2005, de la Consejería de Justicia y Administración
Pública de la Junta de Andalucía, por cuya virtud se nombran
funcionarios de carrera del Cuerpo Superior de Administradores
Especialidad Administradores de Gestión Financiera en Ins-
tituciones de la Junta de Andalucía, y a tenor de lo dispuesto
en el artículo 49.1, de la Ley Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Ordenar la publicación de la presente Resolución en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a cuantos
resulten interesados para que puedan comparecer y personarse
en Autos ante Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, Sala
de lo Contencioso-Administrativo, de Granada, en el plazo de
nueve días siguientes a la publicación de la presente Reso-
lución.

Sevilla, 4 de julio de 2004.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 5 de julio de 2005, de la Direc-
ción General de Función Pública, por la que se emplaza
a los terceros interesados en el recurso contencioso-
administrativo núm. 329/2005, ante el Juzgado de
lo Contencioso-Administrativo núm. Tres de Sevilla.

En cumplimiento de lo ordenado por el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo número Tres, de Sevilla, comu-
nicando la interposición del recurso contencioso-administrativo
número 329/2005, interpuesto por don Ezequiel Arévalo
Peñalver, contra la Orden de la Consejería de Justicia y Admi-
nistración Pública de fecha 12 de julio de 2004, publicada
en BOJA, de 17 de agosto de 2004, por la que se convoca
procedimiento de concurso de traslados entre el personal labo-
ral de carácter fijo o fijo discontinuo incluido en el ámbito
de aplicación del Convenio Colectivo del Personal Laboral al
servicio de la Administración de la Junta de Andalucía, y a
tenor de lo dispuesto en el artículo 49.1, de la Ley Reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,

HE RESUELTO

Ordenar la publicación de la presente Resolución en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y emplazar a cuantos
resulten interesados para que puedan comparecer y personarse
en Autos ante el Juzgado Contencioso-Administrativo número

Tres, de Sevilla, en el plazo de nueve días siguientes a la
publicación de la presente Resolución.

Sevilla, 5 de julio de 2005.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

CONSEJERIA DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTES

RESOLUCION de 30 de junio de 2005, de la Dele-
gación Provincial de Cádiz, sobre concesión de sub-
vención por concurrencia no competitiva para la reha-
bilitación de edificios, por comunidades de propietarios
o asociaciones de vecinos.

En virtud de lo dispuesto en el art. 20 de la Ley 17/2003,
de 29 de diciembre, del Presupuesto de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, se da cumplimiento al deber de publi-
cación en el BOJA, de las subvenciones a comunidades de
propietarios o asociaciones de vecinos, reguladas por el Decreto
149/03, de 10 de junio, para obras de Rehabilitación de edi-
ficios, concedidas por el Delegado Provincial de la Consejería
de Obras Públicas y Transportes.

Expte.: 11-RC-0044/04.
Comunidad de propietarios: Avda. Marconi, núm. 28.
Núm. Viv.: 8.
Subvención: 14.817,71 E.

Cádiz, 30 de junio de 2005.- El Delegado, Pablo Lorenzo
Rubio.

CONSEJERIA DE EMPLEO

ORDEN de 8 de julio de 2005, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta el personal laboral del Ayuntamiento de Sanlúcar
de Barrameda (Cádiz), mediante el establecimiento de
servicios mínimos.

Por las secciones sindicales de CC.OO. y UGT del Excmo.
Ayuntamiento de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz) fue convo-
cada huelga desde el 16 de mayo al 15 de junio de 2005,
ambos inclusive, y desde el 1 de julio al 15 de julio de 2005,
ambos inclusive, y que, en su caso, podrá afectar a todos
los trabajadores del Ayuntamiento de Sanlúcar de Barrameda
(Cádiz).

La Orden de 9 de mayo de 2005 de esta Consejería
fijó servicios mínimos a fin de garantizar los servicios esenciales
en el área de salud pública a que pudieran verse afectados
por dicha huelga. El transcurso del tiempo y la persistencia
del conflicto han puesto de manifiesto que tales servicios míni-
mos, hoy, son insuficientes para garantizar las condiciones
mínimas de salubridad en los lugares públicos afectados por
la huelga, ya que se ha puesto de relieve que la falta de
limpieza, está conllevando un alto riesgo a la salud de la pobla-
ción, como pone de manifiesto el informe elaborado por la
Farmacéutica del CSFIS de Sanlúcar de Barrameda de fecha
5 de julio de 2005, mediante el cual se expone que «aún
cuando la huelga se reanudó el día 4 de julio, ya puede apre-
ciarse una considerable acumulación de residuos urbanos,
basuras, enseres y otras materias en descomposición en la
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totalidad de la ciudad, favoreciéndose la presencia de insectos
así como la emisión de fuertes olores a descomposición, favo-
recido este hecho por las altas temperaturas propias de la
época estival en la que nos encontramos.

Por todo lo anterior, considero que puede existir un riesgo
importante para la salud de la población, lo que comunico
para su conocimiento y efectos oportunos».

La ampliación de los servicios esenciales adoptados
mediante la Orden de 9 de mayo de 2005, debe afectar a
los servicios referidos a Urbanismo y Obras y en concreto
a la recogida de residuos, y no a los diferentes servicios que
están afectados en los anteriores Servicios Mínimos y que
hacen referencia a Alcaldía, Secretaría General, Urbanismo
y Obras, Personal, Servicios Sociales o Colegios.

Esta medida debe responder a la garantía que el poder
público tiene respecto a otros derechos, el derecho a la salud
en el presente, el cual puede verse afectado si la persistencia
de la huelga continua, debiéndose en este supuesto limitar
el ejercicio mediante la toma de las medidas oportunas las
cuales además pueden variar si se dan los supuestos, situa-
ciones y/o circunstancias que así lo aconsejen, y en el presente
se están produciendo circunstancias concretas, entre ellas la
duración de los días de huelga que afecta directamente a las
condiciones de salubridad, que obligan a tomar medidas adi-
cionales para preservar el derecho a la salud, y mientras dure
el riesgo del mismo.

En el presente conflicto, el transcurso del tiempo y la
persistencia de la situación conflictiva han puesto de manifiesto
que los Servicios dictados con anterioridad, son insuficientes
para garantizar las condiciones sanitarias y de salud de los
ciudadanos en general, que están indirectamente afectados
por la huelga convocada; ya que de persistir la situación actual,
a muy corto plazo, puede producir un autentico riesgo para
la salud publica, cuya protección debe compatibilizarse con
el derecho a la huelga que tienen los trabajadores.

Por lo anteriormente expuesto, subsistiendo los motivos
y razones contenidas en la Orden de 9 de mayo 2005 y dado
que, como declara la sentencia del Tribunal Supremo de 15
de enero de 1991, la relación entre el ejercicio del derecho
de huelga y con ello, en este caso, la falta de limpieza completa,
y el riesgo para la salud de los usuarios de tales centros públicos
de enseñanza, ha de primar la atención a los riesgos para
la salud, en el mismo sentido hay que tener en cuenta los
criterios que el Tribunal Constitucional en su Sentencias 11,
26 y 33/1981, 51/1986, 27/1989 y 43/1990, de 15 de
marzo, han sentando en materia de huelga respecto a la fijación
de los servicios esenciales de la comunidad. En dichas sen-
tencias se fijan como criterios, que exista una razonable pro-
porción entre los servicios a imponer a los huelguistas y los
perjuicios que padezcan los usuarios de los servicios afectados
por la huelga, evitando que los servicios esenciales establecidos
supongan un funcionamiento normal del servicio y al mismo
tiempo procurando que el interés de la comunidad sea per-
turbado por la huelga solamente en términos razonables. Para
adecuar correctamente este criterio de proporcionalidad se ha
de atender a la incidencia del servicio en el ejercicio de los
restantes derechos fundamentales, entre otros el derecho a
la salud, el cual teniendo en cuenta que dada la situación
tanto de las partes afectadas por la huelga y su distanciamiento
en relación con una salida negociada del mismo, se estima
que la duración de la huelga puede ser considerable afectando
directamente a ese derecho por lo que se estima como nece-
saria la ampliación de los servicios mínimos que se contem-
plaron en la Orden antes citada.

Por ello es necesario revisar los servicios mínimos esta-
blecidos en la citada Orden, ampliando los establecidos úni-
camente para los servicios de Urbanismo y Obras, por lo que
de conformidad con lo que disponen los preceptos legales
aplicables, artículos 28.2, y 43 de la Constitución; artículo

10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo; artículo
17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real Decreto
4.043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía, de 26 de noviembre de
2002 y Decreto 11/2004, de 24 de abril, sobre reestruc-
turación de Consejerías; y la doctrina del Tribunal Constitu-
cional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga que, en su caso, podrá
afectar a todo el personal laboral del Ayuntamiento de Sanlúcar
de Barrameda (Cádiz), desde el 16 de mayo al 15 de junio
de 2005, ambos inclusive, y desde el 1 de julio al 15 de
julio de 2005, ambos inclusive, deberá ir acompañada del
mantenimiento de los servicios mínimos que figuran en el
Anexo de la Orden de 9 de mayo de 2005 que se ratifican,
salvo los relativos a Urbanismo y Obras, que se amplían, con
el contenido del Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 8 de julio de 2005

ANTONIO FERNANDEZ GARCIA
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de Cádiz

A N E X O

Los servicios mínimos fijados en la Orden de 9 de mayo
de 2005 para Urbanismo y Obra, se incrementan en 2 camio-
nes completos de recogida de basura con su dotación corres-
pondiente y en 1 capataz, para la recogida de basuras acu-
mulada en toda la localidad de Sanlúcar de Barrameda (Cádiz),
siguiendo las instrucciones del Excmo. Ayuntamiento.

RESOLUCION de 29 de junio de 2005, de la Direc-
ción Provincial de Málaga del Servicio Andaluz de
Empleo, por la que se hacen públicas subvenciones
concedidas al amparo de la Orden que se cita.

En cumplimiento de lo establecido en el Título VIII, artículo
109 de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, esta Dirección Provincial ha resuelto
dar publicidad a las subvenciones concedidas en el año 2005,
al amparo de la Orden de 21 de enero de 2004, por la que
se establecen las bases de concesión de ayudas públicas para
las Corporaciones Locales, los Consorcios de las Unidades
Territoriales de Empleo y Desarrollo Local y Tecnológico y
empresas calificadas como I+E dirigidas al fomento del
desarrollo local (BOJA núm. 22, de 3 de febrero) modificada
por la Orden de 22 de noviembre de 2004 (BOJA 232, de 26
de noviembre), a las empresas y entidades que en la presente
se relacionan.


